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EL MERCADO DE TRABAJO Y LAS POLÍTICAS DE EMPLEO FRENTE A
LA LIBERALIZACIÓN DEL SECTOR SERVICIOS
FRÉDÉRIC VIALE
Doctor en Derecho. Responsable de la sección sobre AGCS 
(Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios) en ATTAC Francia.
Gracias por esta invitación. Hasta ahora no hemos estado de acuerdo en nada, o en
casi nada. Para ser francos, ATTAC-France ha llamado a votar NO en el referéndum
sobre el Tratado Constitucional europeo, y ha alcanzado una parte no desdeñable de
votos. Pero, sobre todo, Attac intenta erradicar el catecismo neoliberal, tal y como acaba
de ser expuesto por el profesor Cuadrado (de la Universidad de Alcalá de Madrid), cate-
cismo que repite que la competencia es la panacea universal, lo que no se puede justifi-
car, ni teórica ni prácticamente.
Tras aclarar que difiero bastante de los ponentes anteriores, paso a tratar el tema
que se me ha pedido y que es el siguiente: “El mercado del trabajo y las políticas de
empleo frente a la liberalización del sector servicios”.
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Dada la clara tendencia desde hace años de creación de empleo en el sector servicios,
(I) la decisión de la UE de liberalizar este sector tiene importantes consecuencias en el
mercado de trabajo y las políticas de empleo, (II) si bien constituye también una elección
social y política promovida por la Directiva Bolkestein, principalmente (III). Esta elec-
ción es la inserción de la UE en la mundialización dominantemente financiera actual
impulsando la creación de una vasta zona de libre cambio tendente a hacer de Europa la
“zona más competitiva del mundo en el horizonte 2015”. Esta elección consiste en renun-
ciar a cualquier solución activa y original que pudiera tener Europa, para seguir la incli-
nación deseada por los mercados, la de una “adaptación” que, bajo aires ofensivos, no es
más que la sumisión a normas no deseadas y a intereses que no tienen nada que ver con
el interés general de la población y del planeta, ni con el desarrollo económico, si no se
quiere confundir desarrollo y crecimiento. Políticamente, la elección es la del mercado
único; culturalmente, es la de la mercantilización del mundo.
El sector servicios, gran proveedor de empleos en los países de la OCDE
El sector servicios representa en la actualidad, en los países desarrollados y concre-
tamente en la UE, más de las 2/3 de los empleos de los países de la Unión. El sector agrí-
cola, normalmente representa menos del 2% de los empleos en los países de la UE (salvo
países nuevos entrantes en los que la transición se halla en curso), cifras comparables con
los Estados Unidos. Si bien los empleos industriales en Europa se mantienen parcial-
mente, son los empleos en el sector servicios los que más crecen en la actualidad. Por otro
lado, esta tendencia también se corresponde con el modo de vida de los europeos, mayo-
ritariamente urbano.
El mercado del trabajo está sujeto a grandes influencias, así como las relaciones de
trabajo.
El mercado de trabajo.
En el conjunto de la zona OCDE, el empleo a tiempo parcial ha crecido un tercio
aproximadamente entre 1990 y 2004. Las tasas de empleo a tiempo parcial han aumen-
tado considerablemente en Austria, Irlanda, Italia, Corea, Luxemburgo y España.
En 2004 existen grandes diferencias entre los países en materia de empleo a tiempo
parcial. En el Reino Unido, Suiza, Japón, Australia y en los Países Bajos, más del 24 %
de todos los activos ocupados trabajan a tiempo parcial, contra menos del 10 % en
Eslovaquia, en la República Checa, en Hungría, en Grecia, en Turquía, en España, en
Corea y en Portugal. En 2004, las tasas de empleo a tiempo parcial se sitúan justo por
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encima del 15 % de media para el conjunto de la zona OCDE, y el 17% en los países de
la Unión Europea1.
Esta tasa se debe comparar con la de las mujeres en el trabajo. Con un aumento neto
del empleo femenino en numerosos países (1 % por año o más en Irlanda, en España, en
los Países Bajos, en Grecia, en Italia, en Bélgica y en Luxemburgo), los servicios reciben
cada vez más mujeres. Se debe destacar que la mayoría de los puestos en los servicios,
sobre todo precarios, a tiempo parcial que únicamente permiten salarios escasos, están
cubiertos por mujeres. Debido a ello, cabe destacar una cierta persistencia de la pobreza
femenina así como de los niños que tienen a su cargo.
Por otro lado, la tendencia a la reducción del tiempo de trabajo se confirma. En la
mayoría de los países de la OCDE, la duración del trabajo ha disminuido entre 1990 y
2004. Sin embargo, en la mayoría de los países esta disminución ha sido menor en com-
paración con la reducción observada en las décadas anteriores. Es preciso preguntarse si
el desarrollo de una fuerte precariedad en los servicios no explica, en parte, esta tenden-
cia, tendencia de la productividad en el trabajo que no es técnicamente posible redonde-
ar al alza, constante: dado que la productividad en el trabajo aumenta, y que el tiempo de
trabajo disminuye2 menos rápidamente de lo que aumenta la productividad3, es preciso
señalar, por lo menos, que la tendencia histórica que veían las generaciones de trabajar
menos ha conocido un alivio, ya que el trabajo se desarrolla en el sector de servicios,
menos sindicado, menos habituado a fuertes luchas, más flexible.
En la mayor parte de los países de la OCDE, la tasa de paro aumentó a principios de
los años 90, y no se ha reducido desde entonces. El retroceso se constata en Finlandia,
España y Suecia. Pero, globalmente, el nivel se ha mantenido elevado.
El paro de larga duración se ha mantenido relativamente estable en el conjunto de la
zona OCDE. Sin embargo, ha progresado fuertemente en varios países mientras que se
acusaba un retroceso no menos importante en otros. Así, las tasas de paro de larga dura-
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1 Fuente : OCDE (2005), Perspectivas de empleo de la OCDE, OCDE, París. Salvo indicación contraria, todas
las referencias cifradas en este párrafo proceden de esta fuente.
2 Durante los dos últimos siglos en Francia, la duración del tiempo de trabajo se ha multiplicado globalmente
por 0,5, mientras que la productividad se ha multiplicado por 1,15.
3 En los países de la OCDE la duración anual media del trabajo por persona ocupada ha caído desde 1.790 horas
en 1990 a 1.740 horas en 2004, lo que equivaldría a una reducción del tiempo de trabajo de más de una sema-
na de 40 horas.
ción se ha duplicado en la República Checa, Hungría, Finlandia y en los Estados Unidos
(donde era bajo) y también han aumentado en Islandia (donde su nivel también era muy
bajo) en Japón y en Suiza. Por el contrario, ha retrocedido fuertemente en Bélgica,
Irlanda, Italia, Luxemburgo, en los Países Bajos y en España.
En 2003, el 46% de la población activa de la zona de la OCDE se encontraba en
regiones cuya tasa de paro era superior a la tasa nacional.
El interés de estas cifras radica en mostrar que la terciarización de la economía, es
decir el desarrollo de los servicios se estabiliza en una tasa de paro que permanece ele-
vada y relativamente larga en el tiempo. Igualmente indican que el tiempo en el trabajo
se reduce mucho menos, habiéndose frenado esta tendencia histórica.
Estas cifras también ilustran la evolución de las relaciones en el trabajo.
Las relaciones en el trabajo
Uno de los grandes temores de los estudiantes y de los asalariados, que en Francia se
han manifestado contra el Contrato de Primer Empleo, ha sido que este contrato mate-
rializa, una vez más, la falta de consideración con los asalariados, precarizados, siempre
a su entera disposición, y debiendo aceptar cualquier condición (horas extras no pagadas,
ritmos de trabajo insostenibles) durante el periodo llamado «de consolidación» de 2 años,
durante el que el empresario se puede desembarazar del trabajador sin justificación. 
La lucha ha tenido su recompensa, el Contrato de Primer Empleo se ha retirado, pero
la precariedad es una realidad: el Contrato de Nuevo Empleo se puede aplicar en las
empresas de menos de 20 trabajadores, en nombre de «la adaptabilidad en un mundo eco-
nómicamente cambiante», los Contrato de Duración Determinada son la mayoría de los
empleos propuestos, y se concentran naturalmente en los servicios. Por otro lado, si bien
en Italia existe el derecho al trabajo, siempre en teoría, las casi 18 derogaciones existen-
tes han permitido volver caducos numerosos sectores y no sólo en el sector servicios.
No podemos pasar por alto algunos problemas de la sindicalización. Si bien la tasa de
sindicalización es históricamente baja en algunos países, principalmente los países latinos
como Francia (aproximadamente 8% de los asalariados del sector privado están actual-
mente sindicados en Francia), si es notoriamente más elevada en países en los que es más
automática y/o está ligada a la obtención de ciertas ventajas sociales (como en Alemania),
o en países en los que las relaciones sociales reposan en compromisos históricos (países
nórdicos). Está claro que la acción sindical se encuentra fuertemente obstaculizada por la
LA DIRECTIVA DE SERVICIOS Y LA MOVILIDAD DE TRABAJADORES EN LA UE
118
liberalización del sector servicios: ¿cómo organizar una acción colectiva en un sector tan
cambiante, tan reventado, que favorece la multiplicación de situaciones muy diversas y que
podría verse resentida por las divisiones entre los propios asalariados?
Aún más, existen estudios cualitativos que merecen ser sistematizados sobre el sufri-
miento en el trabajo. Fenómeno nuevo desde hace 15 años, está basado en la intensifica-
ción de los ritmos de trabajo, intensificación agravada por los nuevos medios de control de
los trabajadores, así como por una política de dirección de la empresa que, con el pretex-
to de enriquecer el contenido del trabajo, hace reposar en el trabajador la responsabilidad
de alcanzar objetivos que él no fija y que frecuentemente están más allá de sus posibilida-
des. Este fenómeno es sensible en la industria, pero también en los servicios que permiten
la individualización de las obligaciones, la división en parcelas de las tareas y su especia-
lización por lo menos, tanto como en el sector manufacturero. Esta situación de sufri-
miento de los trabajadores, si bien es difícilmente cuantificable (salvo si se tiene en cuen-
ta el aumento del consumo de neurolépticos y de las bajas de trabajo) deben alarmarnos
por el estado real de la situación del trabajo en el sector de los servicios, entre otros.
En estas circunstancias, ¿qué políticas de empleo aplicar?
Las políticas de empleo están ligadas, en parte, a diferentes problemas económicos,
sociales y culturales.
Las políticas de empleo tienden a promover el empleo para luchar contra el paro.
Pero más allá de esta primera misión, las políticas de empleo tienen consecuencias mul-
tiformes que hacen pensar que son uno de los elementos constitutivos de un tipo de socie-
dad determinada. En concreto, en todos los países de la OCDE, se constata que lo que se
ha dado en llamar «política de empleo» se traduce siempre en una reducción del coste del
trabajo para los empresarios.
Las políticas de empleo tienen que ver con la reducción de la pobreza y la persecu-
ción del crecimiento; tienen que ver con la integración de la juventud (integración social,
económica y finalmente política y cultural), tienen que ver con la educación, con las cues-
tiones de migración y, por último, con el ejercicio de la soberanía política. En efecto, cada
uno aceptará sin dificultad que la integración económica es algo previo al ejercicio efec-
tivo de la ciudadanía. 
Tradicionalmente las políticas de empleo utilizan instrumentos multiformes que con-
sisten en una intervención pública: según se sitúe en una política de la oferta o la deman-
da, se considerará que primero es preciso mejorar el entorno de los inversores, presuntos
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creadores de los empleos – y entonces se plantearán cuestiones acerca del equilibrio entre
las fuentes de financiación de la protección social, sobre las elecciones en términos de
creación (o no) de zonas francas, de medios destinados a la formación, con, al menos, un
tratamiento social del paro; o se focalizará sobre una mejora de la demanda y, según una
política más voluntarista, se decidirán medidas como la reglamentación del mercado del
trabajo o de la seguridad de los recorridos profesionales. Los ejemplos por toda Europa
muestran frecuentemente elecciones híbridas, mezclando unas medidas con otras depen-
diendo del momento.
La elección hecha en 2000 durante una cumbre de jefes de Estado y de gobierno de
la Unión Europea celebrada en Lisboa es muy dominante, coherente, y esta coherencia
radica no solamente en acompañar a las consecuencias sociales de una mundialización
financiera presentada como indiscutible, sino en precederlas, en convocarlas, en refor-
zarlas con la esperanza de sacar provecho. Esta elección es la del anti-modelo social euro-
peo, la que, en nombre de la modernidad, mantiene una revolución que es una contrarre-
volución. Esta contrarrevolución, como toda contrarrevolución que se precie, se engala-
na con el discurso del dinamismo y de la modernidad, si bien se trata de una contrarre-
volución profundamente conservadora. Sea cual fuere, cada uno puede constatarlo. La
dificultad, sobre todo, es que es ideológica. De hecho, es mortífera e ineficaz.
La idea general es hacer de la Unión la «zona más competitiva del mundo de aquí al
2015». Eslogan seductor, cual lo haya. ¿Se ha medido su gran inanidad? ¿Para qué nos
sirve ser la zona más competitiva del mundo? ¿Competitiva en qué plano? ¿El de los tra-
bajadores, de la protección social? ¿Ser la zona más competitiva en términos de creación
de riqueza, o de compartir riquezas? Seguramente para convertirse en la zona que fabri-
ca más menos caro. ¿Para conseguir qué beneficio?
Un eslogan es simplemente eso, un eslogan.
Se aprecia cierta coherencia de conjunto, donde la última vicisitud, en cuanto a lo que
nos interesa, se encuentra en la aplicación de la directiva Bolkestein. 
La energía, la educación, los transportes y otros sectores están incluidos en la agen-
da de Lisboa.
Se ha constatado, en cuanto a la energía, la liberalización del sector de la energía apli-
cada (últimamente en Francia con el episodio de la privatización de Edf, preludio de la
fusión con Suez): esta liberalización obedece a imperativos ideológicos, no permite en
absoluto una independencia energética ni se traduce en ninguna política energética,
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inexistente en Europa. La liberalización del sector de la electricidad ya ha provocado un
aumento de tarifas considerable (hasta un 64% en dos años) para los profesionales que
han tenido que recurrir al sector llamado “libre”, con imposibilidad para ellos de volver
al sector reglamentado. 
Por otro lado, el futuro del medio ambiente, gravemente amenazado, está totalmente
ausente de estas operaciones.
Se ha visto, en relación a los transportes, los efectos de una privatización en Gran
Bretaña: más caros, menos eficaces, a veces mortales para los usuarios, los transportes
ferroviarios han llegado a tal punto de desamparo que el gobierno baraja volver a nacio-
nalizarlos. Pero las directivas transporte aplican una competencia a cualquier precio, en
lo que no se ve ningún beneficio. Asimismo, la directiva portuaria que parte de la desre-
glamentación de los transportes, encuentra una oposición firme de los dockers que no
desean transformarse en laboratorio de las consecuencias sociales nefastas de la mundia-
lización liberal; el ejemplo de sus colegas marineros precarizados y explotados les resul-
ta suficiente.
Las relaciones comerciales internacionales se ven afectadas. La Comisión Europea
de la UE adoptó el 4 de octubre de 2006 el documento de estrategia global de competiti-
vidad de la UE. Según el comisario Mandelson, se trata de hacer que «el proteccionismo
sea rechazado en el interior (de la UE) y estar activo para obtener en el exterior (de la UE)
una apertura de los mercados». En este sentido, es preciso medir el impacto del rápido
crecimiento de los cambios en el mundo sobre el equilibrio ecológico del planeta, sobre
la soberanía alimentaria de las poblaciones de las zonas más débiles.
Esto ocurre (entre otras) por las opciones estratégicas siguientes: la OMC es una
prioridad y es preciso hacer que el ciclo de Doha salga adelante; se trata de concluir
acuerdos bilaterales, o plurilaterales entre Estados, no necesariamente numerosos, pero
que formen un todo coherente (una masa crítica), fundamentalmente en Asia. China se
convierte en un punto de fijación de las energías. Hay que actuar sobre la propiedad inte-
lectual en ciertos países. Es preciso obtener una apertura de los mercados, interactuando
principalmente sobre las “barreras no-tarifarias”, invitando a los empresarios a identifi-
car sus prioridades a este respecto. La Comisión también trabaja en el acceso a los mer-
cados públicos. Estos aspectos deben estar interconectados con la voluntad, expresada
por otro lado, de acabar en la PET (zona de libre intercambio EEUU/UE).
Si me refiero rápidamente a algunos puntos de la «Estrategia de Lisboa», aparente-
mente alejada del objeto inicial, es para mostrar la coherencia de conjunto, el programa
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de trabajo de la Comisión Europea. Dado que en este vasto movimiento de liberalización,
uno a uno, la colectividad pública, la de los ciudadanos, pierde los medios para actuar,
tanto uno a uno, como en nombre de una modernidad, jamás definida ni debatida, se
determinan elecciones políticas, que pasan por elecciones técnicas, pero que son funda-
mentalmente elecciones ideológicas. La desregulación del mercado de trabajo, la impo-
sibilidad cuasimecánica de aplicar políticas de empleo, se inscriben en este contexto, y se
encuentran aceleradas por la liberalización del sector de actividad más importante en
nuestras economías, el de los servicios.
Ahora bien, ya que es preciso hacer de Europa a cualquier precio la «zona más com-
petitiva del mundo» también se trata de rebajar lo más posible el coste del trabajo – extra-
ñamente, no es cuestión de reducir la remuneración del capital, ni su parte en el valor aña-
dido, parte que, a fin de cuentas, no deja de crecer. El proyecto de la Directiva Bolkestein
se encarga de realizar la reducción del coste del trabajo operando una fuerte desregulari-
zación y una desreglamentación masiva. La modernidad con la que se engala induce elec-
ciones políticas y sociales precisas que, al fin y al cabo, son también elecciones cultura-
les y sociales.
Las elecciones sociales y políticas inducidas por la Directiva Bolkestein
La moción votada hoy (23 de octubre de 2006) en comisión IMCO del Parlamento
Europeo está bastante alejada del texto inicial. Esto es completamente inaceptable. 
El principio del país de origen que debía regir la prestación de servicios a través de
Europa habría tenido como consecuencias poner en competencia a los trabajadores a
nivel de protección social y de salarios muy heterogéneos en Europa, hacer prácticamen-
te imposible cualquier control de aplicación de las normas de derecho al trabajo, crear
una inseguridad jurídica insoportable para los consumidores. Este contexto obedece a una
lógica clara, que pone de manifiesto la política de la Comisión desde Lisboa: se trata, en
nombre de la simplificación administrativa, de volver caduca toda reglamentación de pro-
tección, tanto social como medioambiental, permitiendo una caída de los salarios - en
efecto, estos se alinearían con los más bajos de Europa, ya que las disparidades son gran-
des en una Europa que rechaza la armonización social.
En la actualidad, de la propuesta inicial procede el dogma central: “un mercado libre
ofrece una mayor elección y mejores servicios a precios más bajos a los consumidores”
(considerando 2). Esta fe expresada en las aptitudes de la competencia para suministrar
calidad a precio más bajo no se verifica en los hechos. Pero la preocupación de respon-
der a las expectativas del sector privado prevalece.
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De hecho, y aunque los elementos más inaceptables (o los más provocadores) de la
directiva se hayan retirado (el principio del país de origen, por ejemplo), y aunque el
campo de aplicación de la Directiva sea limitado, puesto que los servicios sociales y de
salud, por ejemplo, están explícitamente exentos de la aplicación de la Directiva, persis-
ten inquietudes y ambigüedades.
Si bien el principio del país de origen no existe, éste es reemplazado por el principio
de libre prestación de servicios: la idea es que el país en el que se ejerce el servicio debe
garantizar que puede llevarse a cabo sin discriminación. Esto puede parecer aceptable.
Sin embargo, los artículos 14 y 15 que contienen las exigencias más tarde prohibidas y
las cuestionadas plantean problemas. Los poderes públicos locales, regionales y nacio-
nales sólo podrán aplicar a las actividades de servicio algunas leyes o reglamentos (artí-
culo 14). El artículo 15 prevé que los Estados deberán modificar sus legislaciones y regla-
mentaciones con el fin de asegurar la libertad de establecimiento y de circulación. De esta
manera, los límites cuantitativos o territoriales (límites de establecimiento de una activi-
dad de servicios fijados en función de la población o de una distancia geográfica mínima
entre proveedores) quedan prohibidos; obligar al proveedor a estar constituido bajo una
forma jurídica particular, se prohibirá, así como imponer exigencias relativas a la deten-
tación del capital de una sociedad; así mismo se prohibirá reservar el acceso a la activi-
dad de servicios a proveedores particulares en razón de la naturaleza específica de la acti-
vidad, imponer un número mínimo de empleados e imponer tarifas obligatorias mínimas
y/o máximas a respetar por el proveedor.
Estas exigencias únicamente se podrán mantener por “razones imperiosas de interés
general” – que es preciso que el Estado establezca, bajo el control de la jurisprudencia de
la CJUE. Sin embargo, las exigencias prohibidas por el artículo 15, en el considerando
40, da un amplio sentido a la noción imperiosa de interés general que deja margen de
maniobra a los poderes públicos. Esto es algo positivo.
Es preciso añadir el nuevo artículo 16 adoptado por el Parlamento, que sustituye el
inicialmente llamado “principio del país de origen”. Este artículo prohíbe a los Estados
someter a los proveedores de servicios a exigencias que serían discriminatorias (rechazo
en razón de nacionalidad o del Estado de origen), no necesarias (no justificadas por razo-
nes de orden público, de seguridad pública, de sanidad pública o de protección del medio
ambiente) o más rigurosas de lo necesario para alcanzar el objetivo perseguido. Además,
los poderes públicos no podrán imponer a un proveedor la obligación de tener estableci-
do su domicilio en el territorio, ni obligar al proveedor a presentar una autorización de las
autoridades del país de procedencia exigiendo la inscripción en un registro o en un cole-
gio profesional de su país de origen. Los Estados no podrán:
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- prohibir al proveedor dotarse de la infraestructura necesaria para prestar el servicio;
- imponer un régimen contractual entre proveedor y destinatario que limite la presta-
ción de servicio a título independiente;
- imponer al proveedor un documento de identidad específico para el ejercicio de su
actividad de servicio;
- imponer un equipamiento o un material específico, salvo en lo referido a la salud y
seguridad en el trabajo. 
El art. 17 prevé algunas derogaciones (servicios postales, de gas, de electricidad, de
agua, de residuos; materias relativas al despido de los trabajadores, a la protección de las
personas y al tratamiento de los datos de carácter personal, a la profesión de abogado,…)
Si añadimos las exigencias prohibidas del artículo 16 a las reglamentadas de los
artículos 14 y 15, nos encontramos en presencia de la mayor desregularización nunca
impuesta en el sector de servicios en Europa y del mayor desposeimiento de poder infli-
gido a los poderes públicos. 
Además, el considerando 8 de la directiva dispone que ésta sólo se aplicará a las acti-
vidades abiertas a la competencia. Pero, por otro lado, la Comisión Europea considera
que la competencia debe aplicarse a lo que ella llama “los servicios sociales de interés
general” (Comunicación de la Comisión del 26/04/20064)
En cuanto a la cuestión social, el Parlamento tuvo el cuidado de decidir, en la última
moción, y recuperado en el Consejo, la reafirmación de que se aplicaría la directiva 96/71
relativa al despido de los trabajadores asalariados en la Unión. Esto era positivo en la
medida que permitía creer que se podrían limitar los daños en este campo, aunque tam-
bién hacía temer la multiplicación de falsos trabajadores independientes, auténticos pre-
carios, al no beneficiarse de las protecciones de la Directiva a los trabajadores asalaria-
dos, y menos aún cuando ningún juez, de ningún país de la UE, puede verificar útilmen-
te el carácter verdadero, o no, de trabajador independiente puesto que la cooperación judi-
cial es aún una quimera. Pero incluso sobre este punto, es preciso sentirse temerosos ya
que la Comisión, en un comunicado del 4 de abril de 20065, ha reintroducido determina-
dos elementos que el Parlamento había decidido suprimir, apoyándose en la jurispruden-
cia neoliberal del Tribunal de Justicia. El poder del Tribunal de Justicia se consolará por
la incertidumbre política que aún reina: dado que el principio del país de origen se ha
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4 COM(2006)177 final – Aplicar el programa comunitario de Lisboa Los servicios sociales de interés general
en la Unión Europea.
5 COM 2006/ 159 final.
dejado de lado, el principio de aplicación del derecho del país de acogida también ha sido
dejado de lado durantes los debates. Así mismo, en caso de problema indefectiblemente
planteado, es el CJUE, quien decide, ya que es el CJUE quien aplica el principio del país
de origen.
Además, el Parlamento Europeo en la 1ª moción integró la obligación de suministrar
todas las informaciones útiles con respecto a la directiva 96/71 acerca del desinterés de
los trabajadores asalariados a las ventanillas únicas previstas por la directiva. El nuevo
texto suprime esta obligación.
Por último, el artículo 39 prevé someter a la Comisión, en una fecha que falta por
fijar, un informe sobre la manera en la que se aplicará la Directiva y que «la Comisión
suministrará una vez por año análisis y orientaciones relativas a la aplicación de estas
disposiciones». La Comisión Europea ejercerá un poder de control sobre actas norma-
tivas de los Estados que revelan el ejercicio de la soberanía, y adquiere el poder de pre-
sentar cada año un documento que constituye una interpretación de la nueva legisla-
ción comunitaria.
Es cierto que gracias a las fuertes movilizaciones que se desarrollan en 2005 y 2006,
la Directiva sólo se aplica a las actividades de servicio abiertas a la competencia y sólo
contempla los servicios suministrados como contrapartida económica; no trata de la libe-
ralización de los servicios de interés económico general reservado a organismos públicos
o privados, ni de la privatización de organismos públicos proveedores de servicios; no se
tratan la salud, el derecho al trabajo, el derecho penal de los Estados miembros, la legis-
lación en materia de seguridad social de los Estados miembros, los servicios sociales
(alojamiento, ayuda a la infancia, ayuda a las familias y a las personas en dificultad) la
diversidad cultural, el pluralismo de los medios; los agentes de trabajo interino, los ser-
vicios de seguridad privados, las actividades de juego, los servicios suministrados por los
notarios y los ujieres de justicia también escapan al campo de aplicación de la directiva.
Y, repetimos, la supresión de la mención “principio del país de origen” y la reafirmación
de la aplicación de la directiva de los trabajadores asalariados, constituyen puntos positi-
vos.
Las enmiendas propuestas por la ponente, Sra. Gebhardt, van en el buen sentido. Pero
la inseguridad jurídica permanece, el papel de regulación de los poderes públicos ha dis-
minuido mucho y, por su capacidad de actuar, el principio del país de origen amenaza
siempre vía la jurisprudencia del CJUE, y nos encontramos frente a un movimiento masi-
vo de desreglamentación que va a la par con el considerable reforzamiento de los pode-
res de una Comisión cuya legitimidad democrática es discutible, ciertamente dudosa. 
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La Directiva Bolkestein no se aplica sólo en la liberalización del sector de los
servicios
Por ejemplo, también España y Francia han conocido reformas del mercado de tra-
bajo con el fin de reducir, fundamentalmente, el subempleo de los jóvenes. En España, a
comienzos de 1990, surge un lote de reformas tendentes a hacer menos costosa la mano
de obra de los jóvenes. Las consecuencias de estas políticas es “la utilización sistemáti-
ca de contratos de trabajo temporal sin aumento del empleo permanente y estable6”. En
Francia, el Contrato Primer Empleo (CPE) ha sido rechazado, pero el CNE se aplica para
las empresas de menos de 20 trabajadores, con resultados poco optimistas. Alemania tam-
bién ha conocido su lote de reformas, igual que Italia y algunos países más.
Sin embargo, el sector servicios es en esos países objeto de una fuerte desreglamen-
tación y esto corresponde a casi dos empleos de cada tres. ¿Cómo conducir políticas de
empleo que se darían, por ejemplo, con la ambición de favorecer la inserción de tal cate-
goría más débil, permitir un aumento del nivel de empleo, si los poderes públicos se
encuentran frente a la realidad de una competencia no sólo entre empresas sino también
entre sistemas sociales? Por ello, la lógica de la directiva Bolkestein finalmente es la
siguiente: promover un dumping social que permita una reducción general del coste del
trabajo –siendo el fin último permitir la constitución de la zona más competitiva del
mundo. O bien, el medio más soberano para reducir el coste del trabajo, no cualificado
en primer chef pero no sólo eso sino permitir que los trabajadores asalariados sean pues-
tos en competencia no sólo sobre sus competencias ni su utilidad, sino sobre su número
y sobre el medio coste de su protección social. No nos engañemos : Esto es lo que está
en juego, dar una prima a estos países que ofrecerán la mano de obra menos cara, la más
flexible, la menos “rígida” como dicen los liberales, incitando a los que se resuelvan
espontáneamente a seguir el movimiento en nombre de la adaptación a la competencia. 
Conclusión
El mayor problema de la Europa que se constituye hoy es el de la democracia: no me
he referido aquí a las sucesivas ampliaciones sin profundización previa (sobre todo sin
profundización previa) Simplemente me he referido al hecho de que para satisfacer a una
ideología (la total libertad de los mercados en el marco del librecambio) la Unión se cree
autorizada a promover un antimodelo social europeo, el del siempre menos, el de la des-
regulación, el de la competencia, como si este dogma, la competencia libre y no falsa, no
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6 Y es el Banco Mundial que lo dice, Informe 2007, p. 126.
hubiera demostrado ya por todo el mundo su ineficacia (salvo para los detentadores del
capital), su carácter quimérico cuando no asesino.
Después de todo, la Comisión encargada de los negocios es muy “pro-bussiness”, no
se esconde, se enorgullece. Lo que es más sorprendente es que se encuentra en el
Parlamento Europeo, y entre los electos que se dicen “socialistas”, para promover el
dogma de la competencia entre trabajadores asalariados y en su peor versión. Si la ver-
sión de la Directiva Bolkestein hoy votada se encuentra un poco mejorada (o bastante, si
hemos evitado la peor) esto es debido a las fuertes movilizaciones sociales que han hecho
recular a un Parlamento Europeo que es testigo de la alianza de los liberales, de los demó-
crata cristianos y de los socialdemócratas. Por otro lado, cuando en el Parlamento
Europeo se trata de votar una moción que sostenga la primera propuesta de la directiva
Bolkestein que prevé la aplicación del principio del país de origen, principio malvado,
encuentra una mayoría de parlamentarios para votarla. ¿Cómo no concebir que el divor-
cio entre Europa y los ciudadanos sea profundo?
Si la ambición es crear Europa (lo que han solicitado todos los oradores en sus inter-
venciones) una Europa política, una Europa verdadera, esto se conseguirá haciendo hin-
capié en proyectos parciales y sistemáticamente orientados sobre las exigencias de los
mercados y de las empresas. Brevemente, es preciso recordar lo que debería pasar para
una tautología: sólo se alcanzará la Europa política si imponemos una política europea,
políticas europeas. Y si los pueblos desean Europa.
Para que los pueblos quieran a Europa, será preciso que ésta tenga otras ambiciones
diferentes a establecer la competencia, a hacer de la competencia el alfa y el omega de la
acción, a construir la Europa de los bancos, de las empresas transnacionales y de los mer-
cados financieros.
Podemos reflejar auténticas políticas: una política fiscal europea que pone un freno
al dumping fiscal y social, que dota a Europa de los medios propios para crear las condi-
ciones reales para un acercamiento económico y social de los países; dar sus oportunida-
des a una directiva social transversal, manteniendo falsas promesas, nunca aplicación;
promover el modelo social europeo (¿Qué interés político, económico, social tenemos
para hacer de la Unión Europea la zona más competitiva del mundo?¿Qué interés tene-
mos en crear una vasta zona de libre cambio en el mundo globalizado? En fin, aplicar una
verdadera democracia europea, lo que no permitiría la “Constitución” europea, que no es
otra cosa que un reglamento de copropiedad de lobbystes bruselenses.
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Como se puede apreciar, los sujetos de movilización y las ocasiones de trabajo no fal-
tan. La mundialización nos hace audaces. La democracia, el modelo social, esta es la
auténtica audacia. Aprovechemos el espacio político abierto por los no franceses y holan-
deses para fundar una Europa con un proyecto.
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